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1.
Decisión

Primero.- REVOCAR la decisión adoptada el día ocho (8) de abril de dos mil diez (2010) por la Sección Cuarta, Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, dentro del trámite de la acción de tutela instaurada por Marleny Barrera López, Amilcar Emiro Torres Sabogal y Carlos Fernando Galindo Castro contra la Sección Segunda Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado y, en su lugar, CONCEDER la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y al trabajo.

Segundo.- DEJAR SIN EFECTOS la sentencia proferida el día veintiséis (26) de noviembre de dos mil nueve (2009) por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, mediante la cual se declaró la nulidad parcial del numeral 3 del artículo 2º del Acuerdo 345 proferido el 3 de septiembre de 1998 por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

Tercero.- DENEGAR las pretensiones de la demanda de nulidad simple interpuesta por el ciudadano Jesús María Ramírez, contra el numeral 3 del artículo 2º del Acuerdo 345 proferido el 3 de septiembre de 1998 por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 

Cuarto.- COMUNÍQUESE la presente decisión a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y al Director Ejecutivo de Administración Judicial.

Quinto. DÉSE cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991.

2.
Fundamentos de la decisión 

La Sala Plena de la Corte Constitucional revisó la sentencia de tutela proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado mediante la cual se rechazó por improcedente, la acción de tutela incoada por Marleny Barrera López, Amilcar Emiro Torres Sabogal y Carlos Fernando Galindo Castro contra la Sección Segunda, Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado. Este rechazo se fundamento en el criterio de la Sección Cuarta del Consejo de Estado acerca de que la acción de tutela procede de manera excepcional contra providencias judiciales, salvo cuando se trate de sentencias proferidas por el Consejo de Estado, la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, pues en estos casos la acción de tutela nunca es procedente. 

La Corte encontró que, en efecto, como lo argumentan los accionantes, la sentencia proferida el 26 de noviembre de 2009 por la Sección Segunda del Consejo de Estado, vulneró los derechos fundamentales al debido proceso y al trabajo de los accionantes, al declarar la nulidad parcial del numeral 3 del artículo 2 del Acuerdo 345 proferido el 3 de septiembre de 1998 por la Sala Administrativo del Consejo Superior de la Judicatura, mediante el cual la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura convocó a concurso de méritos para proveer, entre otros cargos de carrera de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, los cargos de Director de Unidad. Esa vulneración se derivó de la configuración de un defecto sustantivo originado en una interpretación claramente contraria a la Constitución Política.

A juicio de la Corte, la supuesta naturaleza de libre nombramiento y remoción del cargo de Director de Unidad de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, no tiene fundamento legal ni constitucional, habida cuenta que el legislador no lo ha definido expresamente como tal y de que en virtud de lo preceptuado en los artículos 125 y 150-23 de la Constitución, es claro que por regla general todos los cargos de la administración son de carrera y que los cargos de libre nombramiento y remoción deben ser definidos como tales mediante ley. En este sentido, dicho cargo pertenece a la carrera y por ende, su provisión debe hacerse mediante concurso público de méritos. 

De igual modo, la Corte estimó que la equivalencia de que trata el artículo 2 del Acuerdo 273 de 1998 entre los cargos de Magistrado Auxiliar y Director de Unidad, conforme con una lectura sistemática de los artículos 125, 150-23, 256-1 y 257-3 de la Carta, tiene implicación estrictamente salarial y prestacional. Adicionalmente, la Sección Segunda del Consejo de Estado omitió considerar que el cumplimiento de las funciones de ese cargo, debido a su carácter marcadamente técnico, no de fijación de políticas, no requiere un grado de confianza mayor al que se predica de la función pública ordinaria y, por tanto, es compatible con el régimen de carrera judicial.

3.
Salvamentos de voto

Los magistrados Adriana María Guillén Arango, Jorge Ignacio Pretelt Chaljub y Humberto Antonio Sierra Porto se apartaron de esta decisión, por cuanto, a su juicio, la sentencia proferida por la Sección Segunda del Consejo de Estado, al anular el numeral 3 del artículo 2 del Acuerdo 345 de 1998, no evidencia defecto sustantivo alguno que conduzca a considerar que se justifique el amparo concedido. 

Por el contrario, estimaron que esa decisión judicial corresponde a una interpretación judicial motivada, válida, lógica y racional de las normas constitucionales, legales y reglamentarias aplicables al caso, hecha por la jurisdicción contencioso administrativo, en desarrollo de sus competencias, que no implica un desconocimiento de los derechos fundamentales invocados por los actores. En su concepto, este caso no planteaba un conflicto de competencias para definir cuáles son cargos de libre nombramiento y remoción, sino una discrepancia sobre la interpretación legítima y plausible hecha por el máximo tribunal administrativo. Por tanto, consideraron que no procedía conceder la tutela para dejar sin efectos la sentencia del Consejo de Estado y con ello, sustituir al juez natural para decidir de manera autónoma sobre la validez de un acto administrativo. 

El magistrado Nilson Pinilla Pinilla anunció la presentación de una aclaración de voto, relativa a su posición respecto de la procedencia excepcionalísima de la tutela contra las sentencias judiciales y las razones del por qué en este caso era procedente el amparo constitucional, de acuerdo con la jurisprudencia sentada en la sentencia C-543/92.

